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Valledupar, Veintiocho (28) de agosto de dos mil Diecinueve (2019). 

Radicado: 20001318700320180232700. ACCIÓN DE TUTELA promovida por YESID 
BELTRÁN JIMÉNEZ contra EMPRESA ASEO DEL NORTE S.A E.S.P. 

Una vez efectuado el examen preliminar del expediente, a efectos de admitir y resolver la acción 
de tutela de la referencia, encuentra el despacho que no resulta procedente avocar su conocimiento, 
como quiera que, si bien el Juez Cuarto Penal Municipal Con Funciones de Control de Garantías 
se abstuvo de darle tramite considerando que carecía de competencia, al tener que vincularse a 
entidades del orden nacional como el Ministerio de Trabajo, no obstante, analizados los hechos de 
la tutela, resulta diáfano que en el sub examine únicamente, se dirigen las pretensiones en contra 
de la empresa ASEO DEL NORTE S.A, en la cual se encontraba laborando el actor. 

Aunado a lo anterior, se tiene que la eventual vinculación del MINISTERIO DE TRABAJO 
TERRITORIAL CESAR, no implica per se que el Juez deba declararse incompetente, como quiera 
que, la aplicación o interpretación de las reglas de reparto contenidas en el Decreto 1382 de 2000, 
compiladas en el Decreto 1069 de 2015 y modificadas en el Decreto 1983 de 2017, no autorizan al 
juez de tutela a declararse incompetente. En efecto el parágrafo segundo del Decreto 1983 de 2017, 
dispone que "las anteriores reglas de reparto no podrán ser invocadas por ningún juez para 
rechazar la competencia o plantear conflictos negativos de competencia." 

En ese orden, resulta pertinente iterar lo establecido por la Corte Constitucional en AUTO 046 de 
2016, donde indicó: 

"Tampoco es de recibo que la mencionada Sala pretenda imponer su interpretación preliminar de 
la pretensión del accionante, para determinar quién es el real demandado y, con base en ello, 
deducir la competencia para conocer el asunto, pues, como se observó, las únicas reglas de 
competencia en materia de tutela son las establecidas en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991. 

Al respecto, en el Auto 003 de 2014, la Corte sostuvo: "debe rechazarse la conducta de aquellos 
jueces de la República que, en el estudio preliminar correspondiente a la admisión de la demanda, 
deciden determinar contra quiénes ha debido impetrarse la acción de tutela y se fundamentan en 
ello para declararse incompetentes con el argumento de que la modificación o inclusión de 
entidades demandadas altera la competencia.11De este modo, ha dispuesto la Corte que el juez a 
quien deben repartirse el expediente se determina según quién aparezca como demandado en el 
escrito de la demanda y no a partir del análisis de fondo de los hechos de la tutela pues tal estudio 
no procede en el trámite de admisión." 

A su vez, en auto 529 de 2018: "la Corte reitera que de conformidad con los artículos 86 de la 
Constitución y 8° transitorio del título transitorio de la misma, así como los artículos 32 y 37 del 
Decreto 2591 de 1991, existen tres factores de asignación de competencia en materia de tutela. a 
saber: (i) el factor territorial, en virtud del cual son competentes "a prevención" los jueces con 
jurisdicción en el lugar donde (a) ocurre la vulneración o la amenaza que motiva la presentación 
de la solicitud, o (b) donde se produzcan sus eféctos; (u) el factor subjetivo, que corresponde al 
caso de las acciones de tutela interpuestas en contra de (a) los medios de comunicación, cuyo 
conocimiento fue asignado a los jueces del circuito de conformidad con el factor territorial y (b) 
las autoridades de la Jurisdicción Especial para la Paz, cuya resolución corresponde al Tribunal 
para la Paz; y (iii) el factor funcional, que debe ser verificado por las autoridades judiciales al 
momento de asumir el conocimiento de la impugnación de una sentencia de tutela y que implica 
que únicamente pueden conocer de ella las autoridades judiciales que ostentan la condición de 
"superior jerárquico correspondiente" en los términos establecidos en la jurisprudencia. 
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Asimismo, la jurisprudencia ha establecido que la aplicación de las normas de reparto señaladas 
en el Decreto 1382 de 2000, no autorizan al juez de tutela a declararse incompetente. En ese 
sentido, durante mucho tiempo ha reiterado esta Corte que la prevalencia que revisten en estos 
casos los principios de garantía efectiva de los derechos fundamentales (art. 2 C. Pi, así como la 
informalidad y celeridad que caracterizan el trámite de la acción de tutela (art 86 C. P.), no pueden 
ser desconocidos, en la medida en que el mencionado decreto solo prevé reglas administrativas 
para el reparto.  

Dichas reglas fueron compiladas en el Decreto 1069 de 2015 "Por medio del cual se expide el 
decreto único reglamentario del sector justicia y del derecho" y modtficadas por el Decreto 1983 
de 2017 "por el cual se modifican los artículos 2.2.3.1.2.1, 2.2.3.1.2.4 y 2.23.1.2.5 del Decreto 
1069 de 2015, Único Reglamentario del sector Justicia y del Derecho, referente a las reglas de 
reparto de la acción de tutela". 

En razón a ello, el parágrafo segundo del Decreto 1983 de 2017, dispone que "las anteriores 
reglas de reparto no podrán ser invocadas por ningún juez para rechazar la competencia o 
plantear conflictos negativos de competencia." 

Así las cosas, es preciso destacar que las mencionadas disposiciones conservan la naturaleza de 
reglas de reparto en las acciones de tutela. En esa medida, no definen las competencias en materia 
de tutela y por lo tanto, con base en las mismas no se pueden suscitar conflictos de tal naturaleza. 

En este orden de ideas, la aplicación o interpretación de las reglas de reparto contenidas en el 
Decreto 1382 de 2000, compiladas en el Decreto 1069 de 2015 y modificadas en el Decreto 1983 
de 2017, no autorizan al juez de tutela a declararse incompetente. 

En consecuencia de lo anterior, se ordena devolver el expediente de tutela al Juzgado Cuarto Penal 
Municipal Con Funciones de Control de Garantías de Valledupar para que proceda a darle trámite 
y profiera decisión de fondo respecto del amparo solicitado, conforme a las previsiones del artículo 
86 de la Constitución Política y del Decreto 2591 de 1991. 

_ 
DANITH CECILIA BOLÍVAR OCHOA 
Juez. 
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